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r e s um e n
Colombia es un país que cuenta con una abundante oferta de recursos 
hídricos; sin embargo, dicha oferta está condicionada a las características 
climáticas del territorio y a diversos fenómenos océano-atmosféricos (Niño-
Niña). Esta disparidad de condiciones conlleva épocas de sobreoferta o 
escases de agua, por lo cual se hace necesario contar con alternativas para 
suplir las necesidades de las poblaciones ubicadas especialmente en las zonas 
costeras. La desalinización de aguas marinas es una alternativa para suplir un 
posible déficit hídrico, pero es necesario definir y clarificar los conceptos y 
alcances jurídicos de este proceso, ya que plantea una serie de interrogantes, 
desde su naturaleza jurídica y la competencia de los entes que las regulan, 
hasta mecanismos de concesión, entre otros. De igual manera, el proceso 
de desalinización genera un residuo conocido como salmuera, cuyo control 
y gestión en la actualidad no se encuentran específicamente regulados.
pa la b ra s  c lav e
Aguas marinas - concesión - desalinización - competencias.
a b s t rac t
Colombia is a country that has an abundant offer of hydric resources. Howe-
ver, this offer is conditioned to the climatic characteristics of the territory 
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and diverse ocean-atmospheric phenomenon (El Niño / La Niña). This 
disparity of conditions comports excess periods or scarcity periods of water. 
In this case, alternatives are necessaries for supply the needs of the coast 
zones populations. The desalinisation of marine waters is an alternative for 
supply a possible hydric deficit. However, in this case is necessary to define 
and explain the concepts and scopes of this process, from his juridical nature, 
competencies of the governing entity that regulate them and his concessions. 
Desalination process may and can cause environmental impacts in coastal 
areas and so it is necessary to achieve environmentally viable projects, 
meaning: effective preventive and corrective measures. The main corrective 
measures to be implemented necessary to avoid or reduce the impact of the 
plants on the environment, with special emphasis on brine discharge.
k eywo r d s
Marine waters - concessions - desalination - competencies.
i n t ro d u c c i  n
Colombia posee jurisdicción y soberanía sobre dos océanos, lo que consti-
tuye aproximadamente, en áreas marinas, a un 45% de su territorio. Estas 
extensas zonas están representadas por diversos ecosistemas marino-costeros, 
de los cuales dependen importantes actividades económicas para el país y 
especialmente para las regiones costeras (Invemar, 008).
De forma general, a Colombia, por estar ubicada en la zona intertropical 
o de latitudes bajas, le corresponde un clima de altas temperaturas sin pre-
sencia de estaciones térmicas. De acuerdo con la latitud, altitud, temperatura 
y distribución de lluvias, el país tiene un clima tropical lluvioso (Campos 
& Saconi, 014). La cercanía con el océano Pacífico, el mar Caribe, la selva 
amazónica y la presencia de la cordillera de los Andes propician procesos 
colectivos1 que favorecen la abundancia hídrica y la diversidad de climas 
(Ideam, 005; Córdoba-Machado, 015).
1 Fenómenos convectivos son procesos de transporte producidos por el movimiento de un fluido. El 
más conocido es el transporte de calor, siendo la convección uno de los tres mecanismos princi-
pales de transferencia de calor.
Los procesos océano-atmósfera de mayor influencia en Colombia son el 
desplazamiento de la zona de convergencia intertropical (zcit), el fenómeno 
del Niño oscilación sur (El Niño Southern Oscillation, enso) y la oscilación 
Madden Julián (omj) (Ideam, 005; Hoyos, Escobar, Restrepo, Arango & 
Ortiz, 01; Díaz & Villegas, 015). enso es el causante de la mayor varia-
bilidad climática interanual, a través de sus dos fases: El Niño y La Niña, 
vinculados a la aparición de aguas superficiales más cálidas o más frías en 
el Pacífico tropical central y oriental, frente a las costas de Perú, Ecuador y 
Colombia (Montealegre, 014; Azcárate & Mejía-Fajardo, 016).
En Colombia, la precipitación media anual presenta un destacado ciclo 
bimodal, registrando dos temporadas de lluvias (abril-mayo y octubre-no-
viembre) y dos temporadas secas o de escasa precipitación (diciembre-febrero 
y junio-agosto), las cuales están condicionadas por la zcit (Poveda, Álvarez 
& Rueda, 011; Bernal, Osorio, Urrego, Peláez, Molina, Zea, Montoya & 
Villegas, 016). Sin embargo, se pueden presentar alteraciones en estos ciclos, 
que son explicadas por la variabilidad climática interanual, relacionadas con 
el enso, causando sequías extremas o un aumento de la pluviosidad, oca-
sionando efectos negativos sobre el territorio, así como enormes impactos 
socioeconómicos (Montealegre, 014; Azcárate, 015; Córdoba-Machado, 
Palomino-Lemus, Gámiz-Fortia, Castro-Díez & Esteban-Parra, 015; Az-
cárate & Mejía-Fajardo, 016).
Adicionalmente a la gran variedad de regímenes climáticos, Colombia, 
por su localización geográfica y orografía, se ubica entre los países con ma-
yores recursos hídricos en el mundo. Sin embargo, esta gran riqueza no se 
encuentra distribuida de forma homogénea y, contradictoriamente, las zonas 
con mayor concentración de población son las más vulnerables (Zamudio, 
01; Campos & Saconi, 014). Los mayores índices de presión sobre las 
cuencas hidrográficas se localizan en la zona Andina y el Caribe colombiano 
(Ideam, 005).
El reconocimiento del acceso al agua como derecho plantea la obligato-
riedad de la accesibilidad física en condiciones dignas y a un costo al alcance 
de toda la población. El crecimiento demográfico obliga a encontrar nuevas 
fuentes de suministro de agua potable, en consecuencia, en las áreas costeras, 
una de las alternativas al déficit de este recurso es la desalinización (Dévora-
Isiordia, González-Enríquez & Ruiz-Cruz, 01; Fuentes-Bargues, 014). 
Desde este punto de vista, es posible considerar las aguas marinas como 
un yacimiento de agua dulce explotable industrialmente. Al igual que otras 
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actividades, se obtiene un producto, agua potable, y se genera un residuo, 
conocido como salmuera, cuyo control y gestión hay que regular y adecuar, 
fortaleciendo los controles institucionales y legales (De la Fuente, Ovejero 
& Queralt, 008; Chang, 015).
A lo largo de la historia, los colombianos han presentado una con-
cepción ambivalente respecto al mar. Tradicionalmente, las poblaciones 
costeras han vivido de espaldas al mar. Las ciudades caribeñas más an-
tiguas, Santa Marta, Riohacha y Cartagena, constituyeron el punto de 
llegada de los primeros colonizadores europeos a nuestro territorio y 
fueron punto de partida de la conquista del territorio nacional. En la ac-
tualidad, continúan siendo puertos comerciales de gran importancia para 
nuestra economía y puntos de desarrollo, tanto a nivel urbanístico como 
poblacional. De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (199), en los años noventa del siglo pasado, al menos 
el 60% de la población mundial vivía en las costas o en zonas aledañas, 
estimando que para el año 100, este porcentaje aumentará al 75%. Sin 
embargo, en Colombia, a diferencia de la mayoría de los países con costas 
sobre los océanos, menos de la cuarta parte de la población vive sobre la 
franja costera. En la costa Caribe, la población alcanza un 1,5% del total 
nacional, mientras en la costa Pacífica no llega al %. En ambas costas, la 
población está concentrada, en su mayoría, en unos pocos centros pobla-
dos, pero en los últimos años esta tendencia comienza a cambiar debido 
a un incremente de la población en estas zonas (Alonso, Sierra-Correa, 
Arias-Isaza & Fontalvo, 00).
Con base en las anteriores consideraciones, en el presente capítulo 
abordaremos los supuestos jurídicos referentes a la desalinización de aguas 
marinas como alternativa de abastecimiento de agua potable. Por tanto, ini-
cialmente, es necesario hacer claridad sobre el régimen jurídico de las aguas 
marinas tanto a nivel internacional como en Colombia.
I .  e s pac i o s  m a r  t i m o s 
e n  la  l e g i s lac i  n  i n t e r nac i o na l
A .  a n t e c e d e n t e s  h i s t  r i c o s
La historia del derecho del mar podría establecerse con base en las tenden-
cias jurídicas en las que el concepto de soberanía ha sido el punto central. 
La propuesta está enmarcada en tres grandes períodos, los cuales trataremos 
a continuación.
1 .  p r i n c i p i o s  d e l  d e r e c h o  rom ano. 
d e l  m a r e  l i b e rum  a l  m a r e  n o s t rum
De acuerdo con los principios del derecho romano, el mar podía ser clasi-
ficado con dos conceptos, mare líberum o mare clausum. Esta clasificación 
obedecía a criterios meramente meteorológicos y climáticos. Durante los 
meses del invierno, el Mediterráneo, que constituía básicamente el mundo 
conocido, presentaba unas condiciones adversas para la navegación, pero 
durante la época estival estas condiciones mejoraban notablemente hacién-
dola posible.
En este momento de la historia, al mar como elemento territorial se le 
aplicaban dos principios, el de res nullius y el de res comunis. Esta posición 
estratégica permitía a las potencias de la época optar por una interpretación 
más bien flexible, entre lo que era de todos y lo que no era de nadie. Poste-
riormente y al hacerse cada vez más evidente la importancia de establecer 
y conservar la hegemonía de la navegación sobre una zona de alto interés 
comercial, los romanos acuñaron el término mare nostrum, haciendo refe-
rencia a la exclusividad de navegación por dichas aguas.
En este período no existía una posición clara con referencia a la sobe-
ranía que ejercía el Imperio romano sobre los mares, esta dependía de los 
intereses de la época y estaba condicionada por la capacidad tecnológica de 
desarrollar la navegación con fines comerciales y militares, elemento último 
que garantizaba el primero.
 .  s o b e ra n  a  e n  la   p o c a  
d e  lo s  g ra n d e s  d e s c u b r i m i e n to s
Durante la Edad Media se continuó con la misma tendencia, algunas ciuda-
des Estado, como Venecia, mantuvieron el concepto del mare nostrum como 
 “Mare clausum” es una expresión latina usada en el derecho internacional para mencionar un 
mar, océano u cuerpo de agua navegable que está bajo la jurisdicción de un Estado pero cerrado 
a otros, un “mar cerrado”. Esta es una excepción al “mare liberum” o “mar libre”, es decir, que 
está abierto a la navegación de buques de todas las naciones.
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un ejercicio de soberanía, cuyo objetivo era el de mantener una hegemonía 
comercial y militar sobre las aguas navegables y los puertos comerciales de su 
interés. Con anterioridad al descubrimiento de América, las dos grandes po-
tencias del momento, España y Portugal, comenzaron una intensa disputa que 
buscaba establecer la hegemonía de sus respectivos imperios sobre los mares 
conocidos. Los adelantos en materia de navegación eran asombrosos con
respecto al período anterior y ello posibilitó la expansión hacia otros conti-
nentes y nuevas rutas comerciales.
Estas rutas y los derechos de exclusividad en navegación reforzaron las 
discusiones sobre cómo organizar el nuevo escenario marítimo internacional, 
y es aquí donde surgen los primeros tratados bilaterales en torno a este tema. 
Sobre este punto, las bulas alejandrinas tuvieron un gran impacto sobre 
la hegemonía que ostentaría España en los siglos siguientes con respecto al 
derecho del mar. La bula expedida por Alejandro vi en 149 otorgaba a Es-
paña derechos exclusivos sobre todas las tierras descubiertas y por descubrir 
situadas a cien leguas al occidente de las islas Azores y Cabo Verde, es decir 
aproximadamente a 5 grados del meridiano oeste (Salom Franco, 001).
De los muchos tratados y bulas obtenidas por las potencias de la época, el 
más importante fue el Tratado de Tordesillas de 1491. En dicho tratado, los 
reinos de Portugal y España se dividieron el océano Atlántico. Este tratado 
fue precedido por el de Alcáçovas de 1479, que ponía fin, entre otras, a las 
disputas entre las dos potencias, clarificando los derechos sobre los recientes 
descubrimientos y el dominio sobre el Atlántico y la costa africana (Rumeu 
de Armas, 199).
Durante los siglos siguientes, algunos autores plantearon diversas teorías 
concernientes a la soberanía de los Estados sobre los espacios marítimos. En 
este sentido podemos resaltar la figura de Hugo de Groot (también conocido 
como Hugo Grocio, 158-1645), quien en 1609 editó un breve tratado donde 
exponía la teoría del mare liberum, afirmando que el mar no era propiedad 
de nadie, sino que era un territorio internacional, libre de ser aprovechado 
por todas las naciones. En contraste con las teorías de Groot, John Selden 
(165) propuso el concepto de mare clausum, donde el mar no era res com-
munis, es decir, “de todos”, sino que su dominio pertenecía a todos y por lo 
 Documento sellado con plomo sobre asuntos políticos o religiosos, en cuyo caso, si está autenti-
ficada con el sello papal, recibe el nombre de bula papal o bula pontificia.
tanto debería estar bajo la soberanía del Estado dominante, en este caso, de 
Inglaterra (Salom Franco, 001).
En 170, Cornelis van Bijnkershoek (167-174) publicó Dominio Maris, 
obra en la que planteaba que los Estados ribereños tienen derecho a las aguas 
adyacentes; es decir, un mar territorial que se extendía hasta la distancia que 
alcanzara una bala de cañón disparada desde la orilla, lo que se denominó la 
“regla del cañonazo” (Butler, 01).
Durante el siglo xviii se sucedieron una serie de normas de carácter 
interno en diferentes países cuyo objetivo era el de salvaguardar sus inte-
reses comerciales marítimos. Entre los más relevantes se encuentran las 
denominadas Hovering Acts británicas (siglo xviii), cuyo objetivo era la re-
presión del contrabando. Paralelamente, en España, la expedición de la Real 
Cédula del 17 de diciembre de 1760 buscaba ejercer un mayor control sobre 
el contrabando de tabaco y sal. Igualmente, a finales del siglo xix, las normas 
aduaneras estadounidenses se expidieron para sancionar el contrabando, en 
especial el de bebidas alcohólicas. Estas normas constituyeron los primeros 
intentos modernos de establecer un concepto similar a lo que hoy denomi-
namos zona económica exclusiva (zee).
 .  p e r  o d o  d e  lo s  t r ata d o s  m o d e r n o s
A finales del siglo xix, la gran mayoría de los tratados multilaterales de de-
recho del mar estaban relacionados con la definición de las reglas de juego 
en los conflictos bélicos de las grandes potencias. La primera conferencia 
multilateral fue la Conferencia de la Haya de 1899. Esta centró sus objetivos 
en establecer los primeros intentos de codificar aspectos internacionales re-
ferentes al mar. Posteriormente, la ii Conferencia desembocó en el Convenio 
de Ginebra de 1906, sobre la suerte de heridos y náufragos de las fuerzas 
armadas en el mar. De la misma manera, en 1907, la ii Conferencia de Paz 
de la Haya permitió adoptar los convenios en referencia a las costumbres de 
la guerra marítima. Finalmente, la Declaración Naval de Londres de 1909 
estableció las reglas sobre el bloqueo marítimo y apresamiento de buques 
(Rodríguez, 1996).
En el continente americano, a partir de los primeros años del siglo xx, 
se sucedieron diversos movimientos en torno a la delimitación de espacios 
marítimos. En el caso colombiano, estos se detallan en el acápite siguiente. 
Sin embargo, el punto más trascendental podríamos ubicarlo en la Truman 
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Proclamation 667 de 1945, a través de la cual los Estados Unidos de Nor-
teamérica proclamaba la “jurisdicción y control” de los recursos naturales 
de la plataforma submarina o zócalo continental, con expresa exclusión de 
los mares que la cubren y el derecho a establecer “zonas de conservación” 
para proteger los recursos pesqueros en áreas de alta mar contiguas a sus 
costas (Sayán, 01).
Esta declaración unilateral, por parte de los Estados Unidos de Nortea-
mérica, actuó como detonante para una avalancha de declaraciones similares 
en algunos países latinoamericanos. Hasta este momento, los intentos de 
las conferencias internacionales por establecer una distancia en la cual se 
definiera una soberanía sobre las aguas adyacentes a los Estados ribereños 
había sido un fracaso al no llegarse a un acuerdo.
A partir de este momento, algunos países latinoamericanos empezaron 
a promulgar normas de carácter unilateral. México estableció, mediante la 
declaración del 9 de octubre de 1945, sus derechos sobre la plataforma 
submarina con las riquezas que contiene y, además, el aprovechamiento 
y control de zonas de protección pesquera “independientemente de las 
distancias que las separa de las costas” y “de las que depende el bienestar 
nacional” (Sayán, 01).
Por su parte, Argentina, mediante la proclamación del 11 de octubre 
de 1946 y sin señalar una distancia particular, declaró su soberanía sobre 
la plataforma continental y el mar que lo cubre. Chile, por una declaración 
presidencial ( de junio de 1947), proclamó la soberanía sobre su plataforma 
y los mares adyacentes a sus costas hasta una distancia de 00 millas náuticas. 
Luego vino el Perú que, alineándose con su vecino del sur, proclamó, por 
Decreto presidencial del 1.º de agosto de 1947, la soberanía y jurisdicción 
nacional sobre la plataforma submarina y las aguas que la cubren, así como 
la zona de mar adyacente a su línea costera, hasta una distancia de 00 millas 
náuticas, para reservar, proteger, conservar y utilizar los recursos y riquezas 
naturales de toda clase que en o debajo de dicho mar se encuentren. Esta 
tendencia de las 00 millas náuticas se confirmó a través de la denominada 
Declaración de Santiago, firmada en Santiago de Chile en junio de 195 
por Chile, Ecuador y Perú, proclamando la soberanía sobre un área de 00 
millas, dentro de todo un sistema subregional, conocido como el Sistema 
Marítimo del Pacífico (Sayán, 01).
En 1958, con el auspicio de las Naciones Unidas, se llevó a cabo la primera 
conferencia internacional de derecho del mar. Esta conferencia no logró un 
acuerdo unánime sobre la distancia de las 00 millas náuticas como espacio 
de soberanía de los Estados, pero sí un consenso en lo referente al mar terri-
torial y la zona contigua, y sobre la alta mar, la pesca y conservación de los 
recursos vivos de la alta mar, y la plataforma continental. Aunque nuestro 
país participó activamente, finalmente solo firmó y ratificó los concernientes 
a la plataforma continental, la pesca y conservación de los recursos vivos en 
alta mar, mediante la Ley 9 y la Ley 119 de 1961, respectivamente.
Finalmente, el 0 de abril de 198, la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar (Convemar) fue aprobada, se firmó en diciembre 
del mismo año y entró en vigor en 1994, cuando Guyana se constituyó en el 
país número 60 en ratificarlo. En este caso, Colombia firmó, pero no ratificó 
dicho convenio, quedando por fuera de su órbita hasta la fecha.
I I .  l a  l e g i s lac i  n  c o lom b i a na  y  la  c o n v e n c i  n 
d e  la s  nac i o n e s  u n i da s  s o b r e  e l  d e r e c h o  d e l  m a r
En la legislación colombiana no existe un cuerpo normativo unificado que 
establezca el ordenamiento jurídico referente al mar y mucho menos 
que trate lo referente a su aprovechamiento, pero sí existe una gran cantidad 
de normas dispersas que hablan sobre diversos temas, desde definiciones 
territoriales (contenida en la Constitución Política de 1991) hasta reglamenta-
ciones sobre la competencias, jurisdicciones, conservación, aprovechamiento, 
uso y disfrute de los aguas y los recursos naturales marinos. De hecho, la 
dispersión es una de las características más notables del ordenamiento jurí-
dico colombiano en torno al tema marino.
Una de las primeras referencias legislativas en este sentido data de fi-
nales del siglo xix. El Decreto 6 de 1886 en su artículo primero establecía 
“Declárese como perteneciente al territorio colombiano y sujeto a su juris-
dicción, todo el mar que baña sus costas, desde la más alta marea hasta una 
legua marina desde las mismas costas”, constituyendo uno de los primeros 
preceptos jurídicos que definen los límites del mar territorial colombiano. 
Incluso, con anterioridad, algunos ordenamientos mencionaron el tema de 
las costas, haciendo referencia específica a la existencia de terrenos baldíos; es 
decir, haciendo énfasis en los terrenos costeros, más que al espacio marítimo 
como tal (Ley 105 de 1876; Ley 110 de 191; Chávez, 01).
A lo largo de la historia legislativa colombiana, la definición de los 
espacios marítimos dependió en gran medida del interés que despertó en 
4544 Aguas marinas. Evolución histórico-legislativa de los procesos de concesión Roberto Lastra Mier y Alba R. Vergara Castaño
su momento cada recurso. La Ley 58 del  de noviembre de 1914, en su 
artículo primero establece que “la República se reserva del derecho de pesca 
en los mares territoriales”, aunque no define el término mares territoriales. 
Por su parte, la Ley 14 de 19, mediante la cual se adiciona y reforma la 
Ley 10 de 1919, sobre yacimientos o depósitos de hidrocarburos, y la Ley 
96 de 19, sobre pesca en los mares de la República, referente a las rentas 
producto de pesca, en su artículo 17 establecía que: “se entiende por mar 
territorial una zona de doce millas marinas en torno de las costas del do-
minio continental y del dominio insular de la República”. Por su parte, la 
Ley 70 de 191 estableció una franja de 0 km en referencia a la potestad 
de los inspectores de realizar visitas a naves en aguas colombianas con fines 
aduaneros (artículo 6). El Decreto 18 de 195 sobre “organización de la 
Marina Mercante”, reconoció  millas náuticas (mn) para la pesca, vigilancia 
y seguridad marítima, que se miden, “desde la línea de más baja marea en 
torno de las costas de dominio continental e insular de la república, y una 
zona contigua de 9 mn, tomadas desde el límite exterior del mar territorial” 
(Gaviria Liévano, 005).
No fue hasta la expedición de la Ley 10 de 1978 cuando nuestro orde-
namiento jurídico contó con un cuerpo normativo que de manera específica 
e integral planteara la definición de los espacios marítimos nacionales. Esta 
norma estableció los conceptos de mar territorial, zona económica exclusiva 
y plataforma continental, entre otros, y adoptando para el contexto nacional 
algunos conceptos derivados de las tendencias internacionales en materia de 
ordenamiento territorial marítimo.
En la actualidad, la Constitución Política de Colombia (1991) platea 
claramente que el mar forma parte del territorio de la nación y, por ende, 
hace parte de lo que se consideran bienes de uso público. El artículo 101, 
en su capítulo iv, al definir el territorio nacional establece que: “Los límites 
de Colombia son los establecidos en los tratados internacionales aprobados 
por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República, 
y los definidos por los laudos arbitrales en que sea parte la Nación”. Este 
mismo artículo establece de manera clara que:
Forman parte de Colombia, además del territorio continental, el Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y Malpelo, además de las islas, islotes, 
cayos, morros y bancos que le pertenecen. También son parte de la nación, el 
subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona 
económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el 
espectro electromagnético y el espacio donde actúa, de conformidad con el Dere-
cho Internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales.
Este planteamiento viene reforzado en el artículo 10 del mismo cuerpo 
normativo, al establecer que: “El territorio, con los bienes públicos que de 
él forman parte, pertenecen a la Nación”.
En este sentido, es evidente que al definirse taxativamente desde el punto 
de vista territorial cuáles son los elementos que forman parte del mismo, 
queda claro que el mar, entendido como la porción de agua salada que bordea 
nuestras costas, entra a formar parte de ese tipo de bienes clasificados como 
“bienes de uso público”.
Colombia, como país privilegiado al contar con costas sobre el mar Caribe 
y el océano Pacífico, limita con once países. Por tal motivo, el país ostenta 
una larga tradición en materia de reconocimiento de la legislación interna-
cional. Este hecho queda evidenciado en los convenios y/o tratados firmados 
y ratificados a lo largo de la historia y a un esmerado trabajo diplomático. 
En la actualidad y según lo establecido en la Biblioteca Virtual de Tratados 
de la Cancillería Colombiana4, el país cuenta con 47 instrumentos, de los 
cuales 14 son tratados bilaterales y 760 tratados de carácter multilateral. 
En particular, las fronteras marítimas son producto de este tipo de tratados 
bilaterales, la gran mayoría con una larga tradición de reconocimiento mutuo 
entre países vecinos. Con la mayoría de ellos existen tratados limítrofes claros, 
aunque en los últimos años se han presentado conflictos diplomáticos con 
algunos de ellos (Venezuela y Nicaragua, entre otros). En cuanto a tratados 
multilaterales, uno de los de mayor relevancia es la Convemar. Sin embargo, 
Colombia es uno de los pocos países del mundo que si bien ha firmado este 
tratado, no lo ha ratificado5.
4 http://apw.cancilleria.gov.co/tratados/SitePages/Menu.aspx.
5 Estados que no han firmado la Convemar: Albania, Andorra, Armenia, Azerbaiyán, Bosnia and 
Herzegovina, Croacia, Eritrea, Estonia, Georgia, Alemania, Vaticano, Israel, Jordania, Kazakstán, 
Kiribati, Kirguistán, Letonia, Lituania, Islas Marshall, Micronesia, Montenegro, Palau, Perú, 
Moldavia, San Marino, Eslovenia, Sudan del Sur, Siria, Tayikistán, Macedonia, Timor Leste, 
Turquía, Turkmenistán, Reino Unido, Estados Unidos, Uzbekistán, Venezuela. Estados que 
firmaron pero no han ratificado la Convemar: Afganistán, Bután, Burundi, Camboya, República 
Centro Africana, Colombia, República de Corea, El Salvador, Etiopia, Irán, Libia, Liechtenstein, 
Níger, Ruanda, Emiratos Árabes Unidos (Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar, 198).
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Para finales de la década de los cincuenta (9 de abril de 1958), Colom-
bia había firmado las cuatro Convenciones sobre Derecho del Mar, como 
resultado de la Primera Conferencia de Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar. Sin embargo, y a pesar de participar de manera activa en las si-
guientes reuniones, solo ratificó dos de estas convenciones: la convención 
sobre la Plataforma Continental, mediante la Ley 9 de marzo 15 de 1961, y 
la Convención sobre Pesca y Conservación de los Recursos Vivos de la Alta 
Mar, ratificada por el Congreso de la República mediante la Ley 119 de 1961.
Con base en lo anterior, Colombia no se encuentra cobijada por los linea-
mientos generales de la Convemar. Sin embargo, al ordenamiento jurídico 
se han incorporado algunos instrumentos inspirados y contenidos en ella, lo 
cual queda evidenciado en el artículo 101 de nuestra Constitución Política, 
cuyo contenido ha sido mencionado anteriormente. Dentro de estos con-
ceptos, el referente a la zona contigua fue incorporado en el ordenamiento 
constitucional de 1991, aunque este no se encuentra contenido en la Ley 10 
del 4 de agosto de 1978, que es considerada el ordenamiento jurídico con 
base en el cual se redacta el precepto constitucional.
Esta misma Ley 10 de 1978 define taxativamente cuales son los referentes 
marítimos de la nación y acoge el principio de las 1 mn como límite del mar 
territorial, así como el principio de paso inocentes conforme a las normas del 
derecho internacional. De igual forma, el artículo 7 establece que adyacente 
al mar territorial se encuentra la zee, cuyo límite exterior llegará a 00 mn, 
medidas desde las líneas de base que establecen la anchura del mar territo-
rial. El artículo 8 establece que Colombia ejercerá sobre esta zee derechos 
de soberanía para efectos de la exploración, explotación, conservación y 
administración de los recursos naturales vivos y no vivos del lecho y del 
subsuelo y de las aguas suprayacentes, y ejercerá jurisdicción exclusiva para 
la investigación científica y para la preservación del medio marino.
El artículo 9 de la Ley 10 de 1978 establece que el gobierno
procederá a señalar en su territorio continental, en el archipiélago de San Andrés 
y Providencia y demás territorios insulares, las líneas a que se refieren los artículos 
anteriores, las cuales serán publicadas en las cartas marítimas oficiales, de acuerdo 
con las normas internacionales sobre la materia.
Lo anterior se ha cumplido mediante la expedición del Decreto 146 de 
1984, en el cual se definen las coordenadas de los puntos que determinan 
las líneas de base recta para la costa atlántica y la costa pacífica.
Las razones que se aducen a la no ratificación por parte de Colombia a 
la Convemar están relacionadas precisamente con los intereses y problemas 
geoestratégicos que plantea este cuerpo normativo de cara a la definición 
y resolución de conflictos territoriales en nuestras fronteras marítimas. De 
acuerdo con Cadena y Devia (01), una de las razones fundamentales por 
las que no se ratificó la Convemar fue el temor de brindar una fuente de 
derecho objetivo a posteriores reclamaciones marítimas de Estados vecinos 
como Nicaragua y Venezuela. Si esto es cierto, la estrategia fracasó, ya que 
el reciente fallo de la Corte Internacional de Justicia reconoce que Colombia 
no ha ratificado la Convemar pero que no por ello se sustrae de la misma, ya 
que la Convención es una norma de costumbre internacional.
Con respecto a la titularidad de las aguas marinas más allá de las 00 
mn, la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (198) 
califica las aguas por fuera de la soberanía de los Estados ribereños como 
“patrimonio común de la humanidad” (artículo 16), lo que en principio 
permite aprovechar el elemento sin necesidad de título alguno. A contrario 
sensu, al interior del mar territorial el agua pierde este estatus, quedando su 
calificación dentro de las atribuciones de los Estados ribereños, normalmente 
como de dominio público.
I I I .  e j e m p lo s  d e  l e g i s lac i  n  c om pa ra da  s o b r e 
a p rov e c h am i e n to  d e  ag ua s  s u p e r f i c i a l e s  m a r i na s
La alternativa de la desalación de aguas superficiales marinas está condi-
cionada a las necesidades específicas de abastecer de agua dulce y potable 
a la comunidad. Estas condiciones varían de país a país y dependen de 
las características fisiográficas y climáticas de cada región. Para un mejor 
entendimiento de los conceptos revisaremos las legislaciones de España, 
México y Perú.
A .  e s pa  a
España es un país con un alto déficit hídrico y este hecho la ha impulsado 
a buscar alternativas a las fuentes tradicionales de abastecimiento de dicho 
recurso, como es el caso de las islas Canarias. Se parte del supuesto de que 
todas las aguas en España son de dominio público, independientemente 
de su naturaleza y proceso al que se someta, así como el sentido de su 
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aprovechamiento. Por tanto, se concluye que las aguas superficiales marinas 
se pueden aprovechar mediante una concesión. Así mismo, se consideran de 
dominio público las costas, las playas y el mar territorial. De esta manera la 
pregunta sobre la naturaleza jurídica del agua desalada queda resuelta es-
tableciendo que también se trata de un agua de dominio público, que en un 
primer momento se encuentra en el mar y que pasa a ser agua continental 
tras su desalación, pero siempre es pública (Jiménez Shaw, 00).
La primera referencia jurídica específica sobre el régimen de concesiones 
de aguas superficiales marinas fue el Real Decreto 17, del 8 de julio de 
1995, sobre las instalaciones de desalación de agua marina o salobre. Esta 
norma establecía que el aprovechamiento de estas aguas debía someterse 
a concesión si era con fines de aprovechamiento de carácter general, y a 
simple “autorización” en los supuestos en que lo solicitaran particulares, 
corporaciones locales o comunidades de regantes.
Esta diferenciación hacía referencia al hecho de que la misma ley estable-
cía que si el producto de la desalación se mezclaba con aguas continentales 
entraba a forma parte del dominio público hidráulico en cuanto se incorpo-
rara a alguno de los elementos de este, mezcla con agua natural o se vertía a 
un cauce público. Pero esto no era frecuente, pues en la mayor parte de los 
casos se consumía directamente por el destinatario final, lo que implicaba 
que habitualmente el agua desalada no formaba parte del dominio público 
hidráulico y, en consecuencia, podría pasar a ser privada. Sin embargo, al 
día de hoy, la reforma de la Ley de Aguas operada por la disposición final 
primera de la Ley 11/005, del  de junio, por la que se modifica el Plan 
Hidrológico Nacional, determina que son de dominio público todas las aguas 
procedentes de la desalación, incluso las de iniciativas privadas (Cantos 
Olcina & Moltó Mantero, 010).
En cuanto a los vertimientos resultantes del proceso, no existe al momen-
to en la legislación española un cuerpo jurídico que determine los niveles 
de salinidad que pueden ser retornados al mar, resaltando que este vacío 
legislativo se presenta tanto a nivel internacional, como estatal y comuni-
tario, remitiéndose tan solo a lo existente para las aguas resultantes de las 
plantas purificadoras de moluscos, cuyos contenidos deben ser los mismos 
que se encuentran en las aguas destinadas al baño (Real Decreto 74 de 
1988), aunque este no hable de manera expresa sobre este punto (Jiménez 
Shaw, 00).
B .  m  x i c o
En la legislación mexicana, el agua es considerada propiedad “originaria” 
de la nación (artículo 7 de la Constitución), y su uso y explotación es au-
torizado por el presidente y más directamente por la Comisión Nacional 
del Agua (Conagua). Esto también aplica para las aguas del mar territorial. 
Por esta razón, la extracción de aguas marinas es regulada por la Ley de 
Aguas Nacionales (lan), que establece que su extracción no requiere de una 
concesión, “excepto cuando se trata de desalinización” (lan, artículo 17, 
reformado en 004). Esta concesión se otorga por 5 años y un máximo de 
0 (artículo 4) (Pineda Pablos, 015).
De acuerdo con los datos establecidos por Conagua, se considera que la 
disponibilidad media de agua dulce per cápita ha disminuido en los últimos 
0 años, y esta tendencia se prevé continúe con vista a 05. Teniendo en 
cuenta que México es uno de los países latinoamericanos con mayor densidad 
de población, el gobierno estableció medidas a nivel de seguridad nacional 
para la búsqueda de alternativas, tales como la desalinización de aguas su-
perficiales marinas o subterráneas salobres.
La desalinización de aguas marinas en México es una propuesta que ya 
viene siendo utilizada desde hace más de 0 años, enfocada a suplir nece-
sidades específicas del sector turístico. Esta alternativa se ha hecho viable 
gracias a los adelantos tecnológicos y la reducción de los costos de produc-
ción. De hecho, se hace referencia a que, de las 171 plantas desalinizadoras 
existentes a comienzos del año 000, unas 10 se encontraban operativas a 
005 (Nava Escudero, 005).
En materia legislativa, pese a estos datos, las disposiciones normativas al 
respecto son pocas y dispersas, siendo rescatables las establecidas en torno 
a las obras o actividades contenidas en el reglamento de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico ambiental de 000, que señala en su artículo 5, inciso 
A, fracción xii que “quienes pretendan llevar a cabo alguna de las siguientes 
actividades, requerirán la autorización de la Secretaría en materia de impac-
to”. Esta norma está enfocada básicamente a la necesidad de realización de 
un estudio previo de impacto ambiental.
En referencia a los vertimientos derivados de la actividad, a diferencia del 
caso español, la ley prevé tres tipos de vertimientos: a) descargando las sales 
y aguas residuales en el mar; el permiso para esto implicaría el pago de un 
derecho; b) disponiendo las sales y aguas residuales en tierra, por ejemplo, 
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en pozos; este permiso de la misma manera implicaría el pago de un derecho; 
y c) exportar o reciclar y reusar las sales, que no requiere permiso alguno ni 
implica pago de derecho (Pineda Pablos, 015).
C .  c h i l e
En el caso chileno, de acuerdo con el artículo 595 del Código Civil, todas 
las aguas son bienes de uso público. Igualmente, el artículo 5 del Código de 
Aguas establece que: “Las aguas son bienes nacionales de uso público y se 
otorga a los particulares el derecho de aprovechamiento de ellas”.
En la legislación chilena, la instalación de una industria desalinizadora 
debe entenderse sujeta al régimen de concesiones marítimas, consagrado por 
el Decreto 40 de 1960 y su reglamento, conforme al cual es indiferente “el 
uso a que se destine la concesión y el lugar en que se encuentren ubicados 
los bienes” (artículo ).
Las normas chilenas establecen dos tipos de titulación. Por un lado, el 
título concesional que sólo es aplicable a la instalación (y no al aprovecha-
miento del agua), y por otro, un título administrativo que puede entenderse 
exigido por el artículo 4 del reglamento ya citado. Conforme a esta disposi-
ción: “corresponderá especialmente a la Dirección el autorizar la extracción 
de materiales varios que se encuentren en las áreas sujetas a su fiscalización 
y control” (Bermúdez, 009). Con respecto a las tasas a pagar por la utili-
zación del agua de mar, no existe una normativa para tal fin. Sin embargo, 
se encuentra en curso un proyecto de ley que tiene como fin dilucidar estos 
temas de manera taxativa.
I V .  e l  ag ua  e n  la  l e g i s lac i  n  c o lom b i a na
Para referirnos al régimen jurídico de las aguas en Colombia, necesariamente 
tenemos que remitirnos al Código Civil de 1887. En este cuerpo normativo 
se hace referencia exclusiva a las aguas continentales. El artículo 674, “Bie-
nes públicos y de uso público”, establece que “se llaman bienes de la unión 
aquéllos cuyo dominio pertenece a la república. Los bienes de la unión cuyo 
uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la unión 
o bienes fiscales”. Entendiendo que las aguas marítimas forman parte de 
dichos bienes.
Sobre este punto, Cardona González (00) anota que
es muy importante dejar sentado que el artículo 10 de nuestra Constitución 
Política es reproducción textual del artículo 4 de la Constitución de 1886, en el 
que se define que “el territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, 
pertenecen a la Nación” y como ya lo expresara nuestra Corte Constitucional, 
“los bienes que deben comprenderse en el dominio público se determinan no sólo 
por las leyes que califican una cosa o un bien como de dominio público; además es 
necesario que concurra el elemento del destino o de la afectación del bien a una 
finalidad pública; es decir, a un uso o a un servicio público o al fomento de la riqueza 
nacional, variedades de la afectación que, a su vez, determinan la afectación de los 
bienes de dominio público”.
Sobre este último aspecto es necesario realizar algunas precisiones. Mientras 
que el dominio público sobre las aguas marinas o marítimas se desprende 
de la Constitución Política, del derecho internacional y de los tratados 
internacionales, tal carácter se predica de las aguas no marítimas o conti-
nentales principalmente de los artículos 674, 677 y 678 del Código Civil 
(todos originarios del Código de Andrés Bello para Chile) y del artículo 80 
del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente (Cardona González, 00).
El artículo 6 de la Constitución Nacional establece que los bienes de 
uso público, como los parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y 
los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables. Por su parte los artículos 101 y 10 hacen referencia expresa 
a cuáles son los límites de la nación y qué comprende sus territorios, así 
como su clasificación como bienes de uso público.
El agua, en el ordenamiento jurídico colombiano, tiene una doble con-
notación, ya que se erige como un derecho fundamental y como un servicio 
público. En tal sentido, todas las personas deben poder acceder al servicio 
en condiciones de cantidad y calidad suficiente, y al Estado le corresponde 
organizar, dirigir, reglamentar y garantizar su prestación de conformidad 
con los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. (Corte Cons-
titucional, Sentencia T-740).
La Constitución Nacional de 1991, en su artículo 66, establece que 
el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la so-
lución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en los planes y presupuestos de 
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la Nación y de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad 
sobre cualquier otra asignación.
Esta normativa va enfocada primordialmente a la conservación y preservación 
del recurso como tal, pero ofrece las posibilidades de buscar alternativas en 
cualquier campo con el fin de garantizar a la población el suministro del 
vital líquido, incluso a través de los procesos industriales como los de la 
desalinización.
La expedición del Decreto Ley 811 de 1974 supuso un acontecimiento 
jurídico en materia de protección, preservación, conservación, aprovecha-
miento y uso de los recursos naturales, especialmente las aguas. Sin embargo, 
la referencia al medio marino se limita a tres artículos, 164 a 166 consignados 
en el Título xi, parte iv.
El artículo 164 establece que
Corresponde al Estado la protección del ambiente marino, constituido por las aguas, 
por el suelo, el subsuelo y el espacio aéreo del mar territorial y el de la zona econó-
mica, y por las playas y recursos naturales renovables de la zona. Esta protección se 
realizará con las medidas necesarias para impedir o provenir la contaminación de 
la zona con sustancias que puedan poner en peligro la salud humana, perjudicar 
los recursos hidrobiológicos y menoscabar las posibilidades de esparcimiento o 
entorpecer los demás usos legítimos del mar.
Entre esas medidas se tomarán las necesarias para: a) determinar la calidad, 
los límites y concentraciones permisibles de desechos que puedan arrojarse 
al mar y establecer cuáles no pueden arrojarse; y b) reglamentar, en coordi-
nación con el Ministerio de Minas y Energía, el ejercicio de las actividades 
de exploración y explotación de hidrocarburos u otros recursos minerales 
marinos y submarinos o existentes en las playas marítimas, para evitar la 
contaminación del ambiente marino en general. Igualmente, el artículo 165 
establece que “El ejercicio de cualquier actividad que pueda causar contami-
nación o depredación del ambiente marino requiere permiso”, adicionando 
que “Cualquier actividad que tenga por objeto explotar recursos marinos, 
deberá llevarse a cabo en forma que no cause perjuicio o deterioro sobre los 
demás recursos ya fuere por agotamiento, degradación o contaminación” 
(artículo 166).
El título viii “De la administración de las aguas y sus cauces”, en su ca-
pítulo único, establece la potestad del gobierno para “autorizar y controlar 
el aprovechamiento de aguas y la ocupación y explotación de los cauces”, 
enfocándose exclusivamente a las aguas continentales. Sin embargo, se 
asume que al no hacer una exclusión taxativa incluye en su ámbito las aguas 
marítimas.
En este sentido, el Decreto 90 de 010 (derogado y asumido por el 
Decreto 1076 de 015, artículo ....1.1), a través del cual reglamenta 
parcialmente el título i de la Ley 9 de 1979, así como el capítulo ii del título 
vi, parte iii, libro ii del Decreto Ley 811 de 1974 en cuanto a usos del agua 
y residuos líquidos, establece en su artículo 1 que el objeto del mismo es 
regular el uso del recurso hídrico, su ordenamiento y lo relacionado con 
los vertidos. Para tal fin, el artículo  hace una serie de definiciones, entre 
las cuales hace referencia específica a las aguas costeras e interiores, aguas 
marinas y oceánicas. Adicionalmente, establece cuáles son las autoridades 
ambientales, dentro de las cuales menciona a las corporaciones autónomas 
regionales (inciso 8.b).
El artículo 4, por su parte, establece la obligación de las autoridades 
competentes de realizar el ordenamiento del recurso hídrico con el fin de 
realizar la clasificación de las aguas superficiales, subterráneas y marinas, 
haciendo referencia en el parágrafo , a que se deberán tener en cuenta los 
objetivos derivados de los compromisos internacionales provenientes de 
tratados o convenios internacionales ratificados por Colombia, incluidos 
aquellos cuya finalidad es prevenir, controlar y mitigar la contaminación del 
medio marino. Este decreto hace mención específica a la destinación gené-
rica de las aguas superficiales, subterráneas y marinas (capítulo iv, artículo 
9) e incluye las marinas, que podrán ser destinadas a consumo humano y 
doméstico, entre otros.
Estos planteamientos, a su vez, quedaron reforzados cuando se expidió 
la Ley 1450 de 011, Plan Nacional de Desarrollo, a través de la cual se 
estableció que las corporaciones autónomas regionales y las de desarrollo 
sostenible de los departamentos costeros ejercerán sus funciones de autori-
dad ambiental marina. A su vez ordena al Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, y a la Dirección General 
Marítima (Dimar) establecer los criterios técnicos y administrativos para el 
otorgamiento de las concesiones, permisos y licencias sobre los bienes de 
uso público del dominio marino y costero de la nación.
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De acuerdo con la normatividad vigente con anterioridad a la Ley 1450 del 
011, la competencia en materia de concesiones de los espacios marítimos 
recaía directamente sobre la Dimar6, entendida como competencia expresada 
de manera genérica sobre los espacios marítimos, con base en la jurisdicción 
otorgada a través del Decreto 4 de 1984, que establece que la Dimar ejerce 
su jurisdicción hasta el límite exterior de la zona económica exclusiva, en 
las siguientes áreas:
aguas interiores marítimas, incluyendo canales intercostales y de tráfico marítimo; 
y todos aquellos sistemas marinos y fluvio-marinos; mar territorial, zona conti-
gua, zona económica exclusiva, lecho y subsuelo marinos, aguas supradyacentes, 
litorales, incluyendo playas y terrenos de bajamar, puertos del país situados en su 
jurisdicción, islas, islotes y cayos (artículo ).
Este Decreto 4 de 1984, en su artículo 166, establece taxativamente cuáles 
son los considerados bienes de uso público, al afirmar que estos comprenden 
“las playas, los terrenos de bajamar y las aguas marítimas, y que por tanto 
son intransferibles a cualquier título a los particulares, quienes sólo podrán 
obtener concesiones, permisos o licencias para su uso y goce de acuerdo a la 
ley y las disposiciones que el mismo decreto se establezcan”. Por tanto, tales 
permisos o licencias no confieren título alguno sobre el suelo ni subsuelo.
Con base en este artículo y los subsiguientes, en los cuales se hacen 
algunas precisiones sobre la naturaleza jurídica de elementos tales como 
playa marítima, bajamar, terrenos de bajamar o acantilado (artículo 167), 
se establecen los procesos o procedimientos que habrán de seguirse para el 
6 De acuerdo con la Ley 1450 de 011, las funciones de la Dimar junto con el Ministerio del 
Ambiente se enfocan, principalmente, a establecer los criterios técnicos y administrativos para el 
otorgamiento de las concesiones, permisos y licencias sobre los bienes de uso público del dominio 
marino y costero de la nación. Los criterios establecidos serán adoptados mediante acto adminis-
trativo expedido por la Dimar y serán de obligatorio cumplimiento por los permisionarios, sean 
personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeros (parágrafo , artículo 8).
otorgamiento de concesiones sobre esos bienes de uso público. De la redac-
ción de los mismos se infiere que este tipo de concesiones y/o permisos está 
enfocado a la ocupación de espacios territoriales más que al aprovechamien-
to de elementos específicos, tales como las aguas marinas como elemento 
líquido susceptible de ser “captado”. En efecto, los artículos 168 y 169 son 
muy claros al establecer que están enfocados directamente a regular el uso 
y goce de las playas marítimas y terrenos de bajamar.
Con base en este articulado, el Ministerio de Defensa, a través de la 
Dimar, procedió al otorgamiento de concesiones sobre los espacios territo-
riales. Para el efecto, se analizó la resolución a través de la cual se entrega 
bajo la figura de concesión de espacios marítimos y captación de aguas a la 
Universidad del Magdalena7. En efecto, analizando el texto de esta con-
cesión, se establece que la misma está centrada en el otorgamiento de un 
espacio dentro del cual se incluyen áreas marinas, aguas marinas, terrenos 
de bajamar y playas por donde habrán de pasar las acometidas mediante las 
cuales se hará la captación de aguas, pero no se refiere expresamente a esta 
última actividad, no menciona siquiera el volumen de agua que será captada 
en desarrollo de la actividad de investigación objeto de la concesión, tan solo 
hace referencia a que su otorgamiento obedece al desarrollo de un proyecto 
de investigación en acuicultura y deja entender que dentro de la actividad 
investigativa habrá necesidades de uso del recurso agua, aunque no haga 
expresa mención a ello. En este mismo sentido existen otras concesiones 
otorgadas por la Dimar para proyectos similares.
Adicionalmente a esta norma de carácter general (Decreto 4 de 1984), 
se han expedido dos resoluciones adicionales, las 0474 y 0489 de 015. La 
primera hace referencia a los criterios y procedimientos para el trámite de 
concesiones para el desarrollo de actividades portuarias relacionadas con la 
pesca, y en el segundo, al trámite de concesiones, permisos y autorizaciones 
en las aguas, terrenos de bajamar, playas y demás bienes de uso público para 
marinas, clubes náuticos y bases náuticas, mas no a la captación y aprovecha-
miento de aguas superficiales con fines diferentes a los de ocupación espacial.
7 De acuerdo con algunas noticias difundidas a través de la prensa, se mencionaba el caso de la 
concesión otorgada a la Universidad del Magdalena (Resolución 05 del 5 de febrero de 009). De 
acuerdo con esta información, fue la primera concesión otorgada para el uso de aguas superficiales 
marinas con fines de investigación, para el proyecto de investigación de moluscos marinos, en 
convenio con la Agencia de Cooperación Internacional del Japón (jica), la Universidad Católica 
de Chile (ucn) y Colciencias. 
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El Decreto Ley 811 de 1974, por el cual se dictó el Código Nacional de Re-
cursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, marcó un 
antes y un después en materia de regulación de nuestra riqueza natural. Este 
decreto, en gran medida, recoge los principios que habían sido establecidos 
en la Conferencia de Estocolmo 197, en torno a la conservación y preser-
vación de los recursos naturales. Como resultado, el Congreso colombiano 
expidió la Ley  de 197, que concibió al medio ambiente como patrimonio 
común de los colombianos y autorizó al ejecutivo para la expedición de un 
código de recursos naturales.
De hecho, la expedición del Decreto Ley 811 de 1974 constituyó un 
hito a nivel jurídico, por ser uno de los primeros y más completos textos 
normativos específicos para la protección de los recursos naturales. Parte de 
este concepto se basaba en la idea de que los recursos están al servicio del 
ciudadano, pero también en que es responsabilidad del mismo ciudadano su 
conservación (artículo 8, Constitución Política de Colombia). Por su parte, 
en el título v del Decreto Ley 811 de 1974 se establecen los modos de ad-
quirir el derecho a usar los recursos naturales renovables que se consideran 
de dominio público, especificando las formar en que pueden otorgarse, bien 
sea por ministerio de la ley, a través de un permiso o una concesión.
De la misma manera que la Convención de Estocolmo 197 inspiró 
la expedición del Decreto Ley 811 de 1974, la convención de Río 199 
constituyó una nueva etapa en materia de conservación y preservación de 
recursos naturales. Esta convención hizo un énfasis particular en lo referente 
a la preocupación de la humanidad por la conservación y preservación de los 
recursos marinos. De acuerdo con los principios consagrados en los com-
promisos internacionales (Agenda 1, Capítulo 17.5, Mandato de Yakarta de 
1995 y Convenio de la Diversidad Biológica ratificado mediante la Ley 165 
de 1994, entre otros) estos bienes (espacios y recursos marinos y costeros) 
hacen parte del patrimonio común, por lo tanto, se hace necesario contar 
con un marco legal de carácter integral que permitiera su aprovechamiento, 
conservación y manejo de manera adecuada. Con base en ello, la legislación 
nacional adoptó los principios emanados de dichos mandatos internacio-
nales estableciendo las reglas de juego que habrían de tenerse en cuenta al 
momento de pretender ejercer dicho aprovechamiento (Ley 99 de 199).
La expedición de la Ley 99 de 199 estableció, entre otros, preceptos de la 
naturaleza jurídica de las corporaciones autónomas regionales (artículo ) como 
entes corporativos de carácter público integrados por las entidades territoriales, 
que por sus características constituyen geográficamente un mismo ecosistema 
o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica, y cuyo 
principal objetivo es el de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el me-
dio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo 
sostenible. A su vez, el artículo 1 establece que entre sus funciones (inciso 9) 
está la de “Otorgar permisos y concesiones para el uso de aguas superficiales 
y subterráneas” aunque no especifique si estas son continentales o marinas.
Por su parte, el Decreto 1541 de 1978 establece en su articulado las formas 
en que se adquieren los derechos del uso de aguas, artículos 8 al 1 (ahora 
recogido en el Decreto 1076 de 015, en su artículo ....5.1), así como 
lo referente a concesiones (artículos 6 al 4). Sin embargo, esta norma es 
muy clara al establecer que su objetivo es la reglamentación de la parte iii 
del libro ii del Decreto Ley 811 de 1974 y parcialmente la Ley  de 197, 
resaltando que estos preceptos no cobijan lo referente a aguas marítimas. 
En este punto vale la pena resaltar que, a pesar de esta claridad, al analizar 
algunas de las concesiones otorgadas por corporaciones autónomas regio-
nales con jurisdicción y competencia sobre zonas costeras y marinas, hacen 
mención y referencia por analogía a estos preceptos, ya que no existen en la 
legislación colombiana para la concesión de aguas marinas.
Con base en los puntos anteriormente planteados, tenemos que las com-
petencias en materia de concesión de aprovechamiento de aguas marinas en 
Colombia se pueden establecer en dos etapas. La primera, en la que el ente 
competente era el Ministerio de Defensa a través de la Dimar en virtud a lo 
establecido en el Decreto 4 de 1984, y una segunda, en la que las corpo-
raciones autónomas regionales asumen esta función como autoridades am-
bientales por medio de la Ley 1450 de 011, el Plan Nacional de Desarrollo.
Esto queda plasmado en el artículo 08, al establecer que las corpora-
ciones se convierten en autoridades ambientales marinas:
Las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenibles de los 
departamentos costeros, ejercerán sus funciones de autoridad ambiental en las zonas 
marinas hasta el límite de las líneas de base recta establecidas en el Decreto 146 de 
1984, salvo las competencias que de manera privativa corresponden al Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y a la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina (Coralina).
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El Decreto 146 de 1984 reglamenta parcialmente lo establecido por la 
Ley 10 de 1978, es decir, aquella en la cual quedan consignadas las defini-
ciones adoptadas por el país en referencia a sus espacios marítimos. Entre 
estas encontramos las referentes al mar territorial, la zona económica exclu-
siva y la plataforma continental, así como también fija la metodología para 
establecer dichos espacios.
El mismo artículo 08 de la Ley 1450 de 011 establece que la compe-
tencia de las corporaciones como autoridad ambiental se extiende desde la 
línea de base normal, aquella que se extiende desde la línea de bajamar a lo 
largo de la costa hasta el límite de la línea de base recta, por lo que su juris-
dicción se circunscribe a lo que se denomina “aguas interiores” (artículo 4, 
Ley 10 de 1978). Con base en estos preceptos se concluye que, dentro de 
esta jurisdicción, las corporaciones son competentes para el otorgamiento 
de concesiones sobre ciertos bienes de uso público, en este caso particular 
sobre el uso y aprovechamiento de las aguas marinas.
Si bien queda claro que de acuerdo al artículo 08 de la Ley 1450 de 011 
la competencia de las corporaciones autónomas regionales como autoridades 
ambientales comprenden las áreas marinas comprendidas hasta las líneas de 
base recta de las que habla el Decreto 146 de 1984 (en este caso se incluye, 
claro está, las aguas interiores), establece también que en los casos en que 
no se haya especificado esta línea, su competencia como autoridad ambiental 
incluye las 1 mn contada a partir de la línea de costa, o en todo caso la mayor 
distancia que comprenda este espacio a partir de ella. Esta competencia in-
cluye la de otorgar concesiones, tal como lo establece taxativamente el mismo 
artículo, delegando en el Ministerio y la Dimar la potestad de establecer los 
criterios con base en los cuales se hace otorgamiento de dichas concesiones.
A manera de reflexiones finales, se puede establecer que en Colombia 
el aprovechamiento de aguas marinas con fines de consumo humano es una 
actividad puntual que depende de las circunstancias de regiones específicas. 
Estas dependen de factores meteorológicos (intensas y prolongadas sequías 
derivadas de fenómenos como El Niño o La Niña) y condiciones geográficas 
(territorios insulares o los departamentos con estrés hídrico como La Gua-
jira). Por lo tanto, su utilización reviste el carácter de puntual. Sin embargo, 
es una alternativa que no debe ser minusvalorada, más aún si ya existen casos 
específicos de utilización de este recurso.
No existe en la legislación colombiana normas específicas que traten 
de manera directa este tipo de aprovechamientos ni de la actividad de la 
desalinización, y menos aún sobre los vertimientos resultantes de este tipo de 
actividad. La legislación aplicable obedece a analogías con la existente para 
aguas continentales, tanto para la concesión, como para los vertimientos de 
los desechos producidos una vez finalizado el proceso.
Algunos de los permisos o concesiones otorgados por las autoridades 
competentes para la captación de aguas marinas consultados están enfocados 
a su utilización con fines industriales, agrícolas, proyectos de investigación 
científica y acuícolas. En casos puntuales, las resoluciones expedidas para 
aprovechamiento de aguas con fines de consumo humano se han dado en 
los territorios insulares (San Andrés y Providencia) y la gran mayoría versa 
sobre aguas subterráneas extraídas de pozos ubicados a menos de 70 metros 
de la línea de costa (Resolución 14 del 14 de marzo de 1999, Coralina). 
En los demás casos, se han otorgado concesiones para captación de aguas 
superficiales marinas con fines diferentes al de consumo humano.
Se prevé un considerable crecimiento poblacional en las zonas costeras, 
así como fenómenos climáticos cada vez más prolongados e intensos, lo 
que conllevará a períodos de sequías y escases de agua. Si bien los planes y 
programas de desarrollo del sector están enfocados básicamente a un mejor 
ordenamiento, manejo, preservación y conservación del recurso, no es menos 
cierto que la desalinización se presenta como una alternativa viable tanto en 
términos de abundancia del recurso en algunas regiones, como de costos 
cada vez más asequibles debido a los adelantos tecnológicos actuales. Ello 
conlleva a que se aborde esta perspectiva desde la óptica jurídica mediante 
el estudio y creación de una normatividad específica.
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